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En la ciudad de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, a los               Veinte                                 días del mes de Febrero de dos mil siete, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala I de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Mercedes de la Pcia. de Buenos Aires, Dres. ROBERTO PEDRO SANCHEZ, EMILIO ARMANDO IBARLUCIA Y MARIA JULIA ZANGRONIZ DE MARCELLI, con la presencia del Secretario interino actuante, para dictar sentencia en el Expte Nº 111.025, en los autos: “BANCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES  C/  ESTANCIA LAS VIOLETAS Y OTS. S/  COBRO EJECUTIVO - PREP. VIA”.-


La Cámara resolvió votar las siguientes cuestiones esenciales de acuerdo con los arts. 168 de la Constitución Provincial y 266 del C.P.C.-


1°.- ¿Corresponde declarar la nulidad de la resolución de fs. 557/58?

2°.- En caso negativo, ¿es justa?

3°.-¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

Practicado el sorteo de ley dio el siguiente resultado para la votación: Dres. Ibarlucía, Sanchez y Marcelli.-


VOTACION


A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA, el señor Juez Dr. Ibarlucía dijo:


En su memorial de fs. 562/66 la demandada solicita que se decrete la nulidad de la resolución de fs. 557/58, toda vez que no se expide respecto de la suspensión del procedimiento solicitada, con el argumento de que la cuestión excede el estrecho marco de la vía ejecutiva. Dice al respecto que la ley 12.726, al igual que otras dictadas en el orden nacional y provincial en momentos de crisis, puede ser invocada en cualquier clase de juicio.

Tiene dicho esta Sala en reiteradas oportunidades que cuando los defectos de las sentencias pueden ser subsanados por la vía del recurso de apelación, no procede la declaración de nulidad (art. 253 C.P.C.C.).

En autos, si bien es cierto que a fs. 520/22 esta Sala decretó la nulidad de la resolución dictada por el juez anterior por no tratar la suspensión pedida, se advierte que no existen motivos para posponer la decisión en cuanto a la cuestión de fondo planteada por la ejecutada, en la medida que, en rigor, la suspensión de la ejecución por imperio de la ley 12.793 (decretada a fs. 313) ha perdido virtualidad, toda vez que se dispuso hasta tanto se constituyera el Fideicomiso creado por la ley 12.726,   acto jurídico que tuvo lugar el 14/02/03, conforme copia del contrato respectivo que obra a fs. 466/86. Lo que debe resolverse, entonces, es si el crédito de autos fue transferido al Fideicomiso por imperio de la ley 12.726, y, en su caso, si debe darse intervención al mismo. En otras palabras, si se ha operado una sustitución de parte (art. 44 C.P.C.C.) por imperio legal, cuestión que puede resolverse en el marco del presente juicio ejecutivo con los elementos incorporados.

Por consiguiente, VOTO POR LA NEGATIVA.-

Los señores Jueces Dres. Sanchez y Marcelli, por iguales fundamentos y consideraciones a los expuestos por el señor Juez preopinante, emiten sus votos en el mismo sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA, el señor Juez Dr. Ibarlucía dijo:

I.- Como ya adelanté, la cuestión central a dilucidar es si el crédito que motiva la presente ejecución fue transferido al Fideicomiso creado por la ley 12.726. Mientras la ejecutada sostiene que la transferencia se operó “ministerio legis” en la medida que, de acuerdo al informe del banco actor de fs. 415, el crédito se hallaba clasificado en la categoría 5 conforme a las normas del B.C.R.A., la ejecutante contraargumenta, diciendo que la ley no dispuso una transferencia automática, sino que ello dependía del convenio que se firmara entre el banco y el Comité de Administración del Fideicomiso, y al respecto dice que el crédito de autos no fue incluido en los instrumentos respectivos (cuestión esta no controvertida).

Corresponde, entonces, interpretar el alcance del art. 2 de la ley 12.726. En su primera versión (ley publicada el 23/07/01), el artículo rezaba: “Transfiérase del Banco de la Provincia de Buenos Aires creado por el artículo 1° los créditos de su cartera que de acuerdo con las Normas del Banco Central de la República Argentina sobre Clasificación de Deudores se encontraren al 31 de marzo de 2001, clasificados en categorías 3, 4, 5 y 6 en líneas comerciales, de consumo, hipotecarios, así como también otros que por su improbabilidad de cobro el Banco de la Provincia de Buenos Aires prevea que pueden ser categorizados de tal forma. Los préstamos en situación irregular aludidos precedentemente que transfiera el Banco de la Provincia de Buenos Aires al Fideicomiso serán reemplazados por un título de la Deuda Pública Provincial por un monto que resulte de detraer las Previsiones que por Riesgo de Incobrabilidad se hubieran constituido al 31 de marzo de 2001 hasta un tope máximo de hasta un mil cien millones de dólares estadounidenses (u$s 1.100.000.000). El Poder Ejecutivo deberá realizar, durante el corriente año, las operaciones de crédito público necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en el presente artículo. El Fideicomiso constituido en el marco de la presente ley, tendrá por objeto recuperar la mayor parte posible de la emisión de deuda que la presente ley origine”.

El texto plantea la duda acerca de si lo transferido eran todos los créditos clasificados en las categorías 3, 4, 5 y 6 del B.C.R.A., o si, eran aquellos ubicados en esas categorías pero hasta que se alcanzara la suma de u$s 1.100.000.000, resultante de restar del monto de los créditos elegidos las sumas por previsionamiento. 

Esta segunda variante parece haber sido la que siguió el Poder Ejecutivo al reglamentar la ley, con el dictado del decr.2045 el 6/08/01. En efecto, esta norma dispuso la emisión de títulos de la deuda pública por la suma indicado para hacer frente a la contraprestación dispuesta por la ley 12.726, y autorizó al Ministro de Economía a suscribir el Convenio de Transferencia de Activos, agregando el modelo respectivo como Anexo I.  En los considerandos de este convenio se dice: “Que el Banco de la Provincia de Buenos Aires ha decidido discriminar en sus Estados Contables en forma global dicha cartera de activos que, neta de las previsiones asignadas a los mismos por el Banco al 31 de marzo de 2001, incluye un monto de al menos u$s 1.100.000.000 o su equivalente en pesos a tal fecha, cuyo resumen se incorpora como Anexo A y forma parte del presente convenio. Que dicho Anexo  comprende créditos clasificados al 31 de marzo de 2001 en categorías 3, 4, 5 y 6 ...; no obstante el mismo se adecuará al momento del perfeccionamiento de las respectivas transferencias …, pudiendo reflejar la incorporación de otros créditos que por su improbabilidad de cobro puedan ser clasificados de esa manera”.

El art. 1 del decreto dice: “El Banco declara haber determinado al 31 de marzo de 2001 un total de financiaciones a clientes que, neto de las previsiones asignadas a las mismas a tal fecha, asciende a un monto mínimo de u$s 1.100.000.000…, clasificadas en las categorías 3, 4, 5 y 6 y  aquellas que por su improbabilidad de cobro  puedan ser clasificadas de tal forma según normas sobre Clasificación de Deudores del B.C.R.A.” A su vez, el Anexo A detalla la cantidad de préstamos y sus respectivos montos según su origen, y  a la suma total descuenta las previsiones, de forma que arroja un “valor neto de previsiones” de $ 1.100.000.000.

Es claro, entonces,  que no se transfirieron todos los créditos clasificados en las categorías 3, 4, 5 y 6, sino aquellos seleccionados hasta agotar la lista que resultara de restar de sus respectivos montos las previsiones que por los mismos se habían hecho. 

¿Se excedió el Poder Ejecutivo al interpretar y aplicar la ley de esa manera? 

Poco después la Legislatura dictó una ley modificatoria de la ley 12.726, por la cual parece haber reafirmado la interpretación del Ejecutivo. En efecto, la ley 12.790 (pub. el 31/12/01), modificó el art. 2, quedando la última parte del primer párrafo redactado de la siguiente manera: “…serán reemplazados por un título de la Deuda Pública Provincial por un monto que resulte de detraer las Previsiones que por Riesgo de Incobrabilidad se hubieran constituido al 31 de marzo de 2001. El valor nominal de dicho título no podrá exceder de un tope máximo de un mil cien millones de dólares estadounidenses (u$s 1.100.000.000).”  

A continuación la ley 12.790 ratificó el decr. 2045/01 al decir que los conceptos e importes indicados debían reputarse comprendidos en la emisión de títulos dispuesta en el mismo, y en el tercer párrafo agregó: “Adicionalmente, el Banco de la Provincia de Buenos Aires deberá transferir al Fideicomiso, los siguientes tipos de créditos por hasta un monto máximo de doscientos veinte millones de dólares estadounidenses (u$s 220.000), con prorrateo proporcional si fuere necesario…”, enumerando a continuación los nuevos créditos comprendidos, y estableciendo que el P.E. debía realizar las operaciones de crédito público adicionales a las instrumentadas por el decr. 2045/01 por hasta u$s. 220.000.000.

Adviértase que la ley le da un trato diferencial a los diferentes créditos, toda vez que solamente para los que menciona en el tercer párrafo contempla el “prorrateo proporcional si fuera necesario”. Para los otros (los contemplados inicialmente en la ley 12.726) ningún prorrateo prevé. Quiere decir, entonces, que, si bien en ambos casos la transferencia se hace por créditos que totalicen sumas determinadas, en unos casos deben entrar todos con prorrateo si es necesario, y en el otro no.

Entiendo que la ley 12.790 no cambió el ámbito de comprensión  y el espíritu de la ley 12.726. Sólo fue más clara al redactar el primer párrafo del art. 2, y agregó nuevos créditos a transferir. Ratificó, a su vez, el decr. 2045/01.

Es que la motivación  de la ley 12.796 no fue brindar un “salvataje” a determinadas categorías de deudores, como parece entender la ejecutada. Como surge del Mensaje de Elevación del Poder Ejecutivo del proyecto de ley respectivo, la razón de ser fue el saneamiento de la situación financiera del Banco de la Provincia. Se elaboró el proyecto en cumplimiento del Acuerdo para el Crecimiento, la Competitividad de la Economía, la Preservación del Crédito Público y el Equilibrio Fiscal , que se suscribió con el Estado Nacional el 10/04/01, por el cual la Provincia asumió entre otras obligaciones, la transferencia de los créditos, como un mecanismo adecuado para el mejoramiento de la situación financiera del banco. A su vez, se dijo en el Mensaje que la provincia había asumido el compromiso de garantizar el cumplimiento del acuerdo al que habían arribado con el B.C.R.A., referido a la intención de la entidad bonaerense  de regirse por el mismo tipo de normas que la autoridad monetaria disponía en materia de regulaciones prudenciales de liquidez y solvencia para el sistema financiero en su conjunto, y en tal sentido, el proyecto estaba direccionado a cumplir el acuerdo señalado, al permitir detraer del balance de la entidad el peso que en ese momento representaban la créditos de difícil recupero. 

Cierto es que en el mismo Mensaje se dijo que el Fideicomiso iba a recuperar los créditos que se transfirieran, pudiendo al efecto efectuar recálculos de deudas y tasas de interés, quitas y extensión de plazos de amortización, facilidades éstas que el banco se encontraba limitado de otorgar. Pero las mismas no constituían la finalidad de la ley, sino sólo un efecto secundario. 

En otras palabras, la “ratio legis” de la ley 12.726 fue lograr el saneamiento financiero del banco, en cumplimiento de pactos con el Gobierno Nacional y el Banco Central, por lo cual mal puede interpretarse que se dispuso una transferencia “ministerio legis” de todos los créditos clasificados en las categorías 3, 4, 5 y 6. La intención, más allá de la mala redacción originaria, fue transferir créditos hasta alcanzar un monto determinado.

Finalmente, el argumento de la apelante en el sentido de que la actitud del banco es contraria a sus propios actos, dado que a fs. 312 pidió la suspensión de los términos procesales por estar el crédito de autos alcanzado por las previsiones de la ley 12.726, no puede tener acogida, dado que, en principio, ello era sí, pero su inclusión definitiva o no estaba supeditado a que fuera incluido en el convenio de transferencia. Despejado que ello no se produjo, no se advierte contradicción en el comportamiento del banco al pedir la continuación de la ejecución.

II.- La ejecutada apelante introduce en su memorial el planteo subsidiario de la inconstitucionalidad de las “normas inferiores” a la ley 12.726 (sin individualizarlas) que han facultado al Banco Provincia a transferir algunos créditos y no todos los clasificados en las categorías 3, 4, 5 y 6.

En principio, esta alzada está impedida de tratar el planteo, dado que no fue sometido a consideración del juez de grado (art. 272 C.P.C.C.), pero el giro que ha tomado el control de constitucionalidad desde los fallos “Mill de Pereyra” (Fallos: 324:3219) y “Banco Comercial de Finanzas” de la Corte Suprema Nacional (E.D. 209-130), a partir de los cuales se admite que pueda hacerse de oficio (tesis también asumida por la Suprema Corte provincial, L. 72.258 del 28/05/03; L. 79.943 del 22/10/03; L. 80.156 del 31/03/04; L. 72.336 del 14/04/04, entre otros),  obliga a abordar el tema, siendo de destacar que el derecho defensa de la parte contraria no se ve afectado, en la medida que el memorial fue sustanciado debidamente.

El argumento fundamental del apelante se centra en que una norma sublegal no puede subvertir lo dispuesto en la ley. Pero ello, como vimos, no es así. La correcta interpretación de la ley 12.726 es que no transfirió todos los créditos clasificados en las categorías 3, 4, 5 y 6, sino hasta alcanzar el monto de los bonos que debían emitirse como contraprestación por la provincia.

La presunta violación del principio de igualdad ante la ley, ocasionada por el tratamiento diferenciado que se brindaría a los deudores del Banco Provincia, en la medida que el Fideicomiso ofrece facilidades de pago que el banco no otorga, no puede ser atendida por distintas razones. En primer lugar, porque implica – aquí sí - la introducción de una cuestión no sometida en su momento a consideración del juez de grado (art. 272 C.P.C.C.), lo que impide a esta Cámara su tratamiento. En segundo lugar porque se trata de un tema sobre lo que no se ha producido la prueba pertinente en la instancia de grado, siendo de destacar, por lo demás, que el banco a fs. 547vta. manifiesta que aplica similares criterios de financiación y cancelación que el Estado provincial, lo que demuestra que la cuestión no es tan clara y faltan los elementos en autos para discernir si efectivamente la aplicación de la ley implica un trato violatorio de la igualdad ante la ley. Finalmente porque si la finalidad de la ley, como se ha dicho, fue sanear la situación financiera del banco, no se advierte que quienes no están comprendidos en la transferencia puedan alegar un trato discriminatorio. Si así fuera, el banco nunca podría ceder créditos de su cartera si el cesionario fuera a brindar mejor trato a los deudores de los créditos cedidos. No se dan, entonces, circunstancias de gravedad que conduzcan a la declaración de inconstitucionalidad de la ley, habida cuenta que, como se ha dicho reiteradamente, una decisión de ese tipo es la “última ratio” del orden jurídico (S.C.B.A., L. 82.688, 14/04/04, entre otras).

III.- Las costas en ambas instancias deben ser soportadas por la ejecutada en su calidad de vencida (art. 69 C.P.C..C.).

Por los fundamentos expuestos, VOTO POR LA AFIRMATIVA.

Los señores Jueces Dres. Sanchez y Marcelli, por iguales fundamentos y consideraciones a los expuestos por el señor Juez preopinante, emiten sus votos en el mismo sentido.-

A LA TERCERA CUESTION PLANTEADA, el señor Juez Dr. Ibarlucía dijo:

De acuerdo a la forma en que han quedado votadas las cuestiones anteriores, el pronunciamiento que corresponde dictar es:

1°.- Desestimar el pedido de declaración de nulidad de la resolución de fs. 557/58.

2°.- Confirmar la resolución de fs. 557/58, con costas a la ejecutada.

ASI LO VOTO.-


Los señores Jueces Dres. Sanchez y Marcelli, por iguales fundamentos y consideraciones a los expuestos por el señor Juez preopinante, emiten sus votos en el mismo sentido.-

Con lo que se dio por terminado el acuerdo, dictándose la siguiente:


S  E  N  T  E  N  C  I  A 

Y VISTOS:


                  CONSIDERANDO:


Que en el Acuerdo que precede y en virtud de las citas legales, jurisprudenciales y doctrinales, ha quedado resuelto que la sentencia apelada debe ser confirmada.-

POR ELLO y demás fundamentos consignados en el acuerdo que precede, SE RESUELVE: 

1°.- DESESTIMAR el pedido de declaración de nulidad de la resolución de fs. 557/58.

2°.- CONFIRMAR la resolución de fs. 557/58, con costas a la ejecutada. NOT.  y  DEV.-

Firman: Dr. Roberto P. Sanchez - Dr. Emilio A. Ibarlucía

              Dra. María J. Zangroniz de Marcelli.

              Ante mi, Ramiro J. Tabossi.
